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RESUMEN
El objeto de este estudio se centra en efectuar una valoración jurídico-administrativa de la
situación actual de la energía nuclear en España, y ello tras el debate abierto con la decla-
ración sobre Garoña y el accidente de Fukushima. El futuro inmediato de la energía nu-
clear no puede pasar por el cierre de las centrales nucleares en funcionamiento, debido a su
elevada contribución a la cesta energética, sino por el incremento de las medidas de seguridad
de las actuales instalaciones nucleares que permita garantizar su funcionamiento actual y la
prolongación de su vida útil por encima de los cuarenta años, plazo para el que fueron di-
señadas. 

Palabras clave: Derecho nuclear; centrales nucleares; seguridad nuclear; autorizaciones ad-
ministrativas; autoridades reguladoras; Garoña; Fukushima.

ABSTRACT
The purpose of this study is focused on making a legal review of the current situation of
nuclear energy in Spain, as well as open discussion after the decision of the Garoña and the
accident of Fukushima. The immediate future of nuclear energy can not pass through the
decommissioning of nuclear plants in operation, because of its high contribution to the
energy mix, but to increasing the safety of nuclear installations in operation to ensure their
current operation and prolongation of service life over 40 years, term for which they were
designed.

Key words: nuclear Law; nuclear installations; safety nuclear; licences; regulatory bodies;
Garoña; Fukushima.
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I. INTRODUCCIÓN

Este trabajo pretende servir como herramienta jurídica para el acer-
camiento y comprensión de la discusión pública existente en nuestro
país en relación con el uso civil de la energía nuclear. 

Debate que se ha reabierto, en primer lugar, con la actuación del Mi-
nisterio de Industria, Turismo y Comercio aprobando la Orden Minis-
terial de fecha 3 de julio de 2009, y en la cual se contiene la decisión so-
bre el futuro inmediato de la central nuclear de Santa María de Garoña,
al acordarse «como fecha de cese definitivo de explotación de la central
nuclear de Santa María de Garoña el 6 de julio de 2013»1.

En segundo lugar, el uso de la energía nuclear está también siendo
cuestionado con motivo del seísmo ocurrido el pasado día 18 de mar-
zo de 2011 en Japón2, con una intensidad de 8,9 grados en la escala de
Richter, y que produjo un tsunami que conllevó gravísimos daños en la
central nuclear de «Fukushima Dai-ichi».

La reacción ante esta situación ha sido divergente en los diversos
países europeos con centrales nucleares en funcionamiento3; por una
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1 Situación jurídica que, probablemente, se verá modificada pues el actual ministro de In-
dustria y Energía ha manifestado públicamente su intención de prorrogar la autorización de
funcionamiento de esta central nuclear más allá del año 2013, probablemente hasta el año
2019, como había solicitado inicialmente la empresa propietaria de esta central nuclear. En
este sentido, este Ministerio ha solicitado al Consejo de Seguridad Nuclear, en fecha 19 de ene-
ro de 2012, un Informe previo a la posible modificación de la Orden Ministerial ITC/1785/2009,
de 3 de julio, teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 79.3 de la Ley 2/2011, de 4 de
marzo, de Economía Sostenible. El dictamen emitido concluye, entre otras consideracio-
nes, que «no existe impedimento, bajo el punto de vista de la seguridad nuclear y de la pro-
tección radiológica», para que se lleve a cabo la modificación de la citada Orden Ministerial.
http://www.csn.es/images/stories/actualidad_datos/noticias/pdt-156_definitiva.pdf, consulta
15/3/2012. 

2 Lo cual condujo a algunos grupos políticos a proponer, en fechas inmediatamente pos-
teriores a este accidente, un replanteamiento global de la energía nuclear en España. En
este sentido se aprobó en las Cortes Generales una Propuesta no de Ley, presentada por el Gru-
po Parlamentario Esquerra Republicana-Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds,
con el siguiente contenido: «El Congreso de los Diputados, insta al Gobierno a: 1. La elabora-
ción de un plan de cierre progresivo pero urgente de todas las centrales nucleares, en coheren-
cia con lo prometido en el programa electoral del PSOE a las Elecciones Generales 2008 (...). El
Plan debe incluir el cierre inmediato de las centrales de Garoña y de Cofrentes, y fijar legislati-
vamente la vida útil de las centrales nucleares en treinta años, de forma improrrogable. 2. Lle-
var a cabo antes del 31 de diciembre de 2011 la realización de “stress tests” obligatorios para to-
das las centrales nucleares, y cerrando de inmediato las que no los superen» (BOCG, Congreso,
Serie D, de fecha 18 de abril de 2011). 

3 De esta forma, en un Informe elaborado por el Grupo de trabajo Opportunities of Nu-
clear Energy de la Comisión Europea, de fecha diciembre de 2011, se afirma que trece de los
quince Estados integrantes de la UE con instalaciones nucleares han decidido continuar con
la aportación de la energía nuclear en sus correspondientes planes energéticos nacionales.
http://ec.europa.eu/energy/nuclear/forum/opportunities/doc/opportunities/2012_01_20/enef_2050_
energy_roadmap_position_paper_final.pdf, consulta 15/3/2012. 
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parte, nos encontramos con el cierre de las instalaciones nucleares
realizado en Alemania4 y, por otra parte, el resto de países ha optado por
no cerrar ninguna de ellas y están procediendo a la realización de nuevas
y más exigentes pruebas de resistencia de estas instalaciones. Pruebas de
resistencia que han sido definidas en el seno de la Unión Europea5 y que
consisten, esencialmente, en un análisis que incluye una reevaluación
de los márgenes de seguridad de las centrales nucleares ante la existen-
cia de posibles catástrofes naturales, fallos humanos o actos hostiles. 

En España se ha optado por esta segunda opción, para la cual el
Consejo de Seguridad Nuclear6 (CSN) ha aprobado, durante los meses
de mayo a julio de 2011, un conjunto de Instrucciones Técnicas Com-
plementarias a través de las cuales se requería la realización de estas
pruebas de resistencia. 

De esta forma, se ha exigido a todos los propietarios de las centra-
les nucleares en funcionamiento que, antes del 31 de diciembre de
2011, remitieran al CSN un estudio que comprendiese el análisis de
las acciones que se incluían en estas Instrucciones, así como una pro-
puesta que detallase las medidas a implantar y su correspondiente pro-
gramación. Tras la realización y presentación de esta documentación,
el CSN, en fecha 22 de diciembre de 2011, ha emitido un Informe de-
finitivo sobre estas pruebas de resistencia en el cual se concluye, entre
otras cuestiones, que esta evaluación «no ha identificado ningún as-
pecto que suponga una debilidad relevante de seguridad de estas instala-
ciones y que pudiera requerir la adopción urgente de actuaciones» y, tam-
bién, que «las comprobaciones y estudios realizados ponen de manifiesto
la existencia de márgenes que aseguran el mantenimiento de las condi-
ciones de seguridad de las centrales más allá de los supuestos considera-
dos en el diseño»7. 

A la vista de estas conclusiones técnicas, la solución sobre el futu-
ro de la energía nuclear en España no debe ser, desde nuestro punto de
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4 Y es que en este país se ha aprobado la Ley, de fecha 30 de julio de 2011, por la cual se
modificaba la norma reguladora de la energía nuclear, Atomgesetz in der Fassung der Be-
kanntmachung, de fecha 15 de julio de 1095, y se acordaba el cierre, en agosto de 2011, de las
siguientes centrales nucleares: Biblis A, Neckarwestheim 1, Biblis B, Brunsbuettel, Isar 1, Un-
terweser, Phillipsburg 1 y Krümmel; para el resto de centrales, esta reforma contiene una pre-
visión de cierre progresivo en un calendario que finalizará en el año 2022. 

5 http://ec.europa.eu/energy/nuclear/safety/stress_tests_en.htm, consulta 15/03/2012. 
6 Y cuya regulación jurídica se encuentra contenida en la Ley 15/1980, de 22 de abril, de

creación del Consejo de Seguridad Nuclear, reformada por la Ley 33/2007, de 7 de noviem-
bre, que conforma a este como un «ente de Derecho Público, independiente de la Administra-
ción General del Estado, con personalidad jurídica y patrimonio propio e independiente de los
del Estado, y como único organismo competente en materia de seguridad nuclear y protección
radiológica» (art. 1.1). 

7 http://www.csn.es/images/stories/actualidad_datos/pruebas_de_resistencia_informe_
final.pdf, consulta 15/04/2012. 
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vista, el de su ocaso, sino el de la potenciación de las medidas de se-
guridad de las actuales instalaciones nucleares que permitan garanti-
zar su funcionamiento actual8 e, incluso, la prolongación de su activi-
dad en el tiempo por encima de los cuarenta años para las que fueron
inicialmente diseñadas. 

La situación administrativa actual del parque nuclear español, de-
jando a salvo a la central nuclear de Garoña, es la siguiente9:

Central nuclear Fecha autorización Duración Vencimiento

Almaraz I 8/6/2010 Diez años Junio 2020
Almaraz II 8/6/2010 Diez años Junio 2020
Ascó I 2/10/2011 Diez años Octubre 2021
Ascó II 2/10/2011 Diez años Octubre 2021
Trillo 6/11/2004 Diez años Noviembre 2014
Cofrentes 20/3/2011 Diez años Marzo 2021
Vandellós II 26/7/2010 Diez años Julio 2020

Y esta situación es así porque durante el periodo 2010-2011 se ha
procedido a la renovación de las autorizaciones de explotación de las
centrales nucleares de Almaraz, Unidades I y II10; de Vandellós II11 , de
Cofrentes12 y de Ascó I y II13.

En lo que se refiere a la producción de energía eléctrica durante el
año 2011 de todas estas centrales nucleares, señalando que la de Garoña
ha producido 3.578 GWh, esta ha sido la siguiente14:
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8 Tal y como se destaca en la Declaración de la Conferencia Interministerial de la OIEA
sobre Seguridad Nuclear, celebrada en Viena en junio de 2011, y en la cual se establece, en
su apartado 13.º, que «alentamos a los Estados con centrales nucleares en funcionamiento a que
realicen, como respuesta al accidente de la central nuclear de Fukushima, evaluaciones
exhaustivas de los riesgos y la seguridad de sus centrales nucleares de forma transparente». 

9 Fuente de elaboración propia a partir de los datos publicados en el BOE por el Minis-
terio competente para otorgar las correspondientes autorizaciones de explotación de estas cen-
trales nucleares. 

10 Por Orden Ministerial de fecha 7 de junio de 2010 se ha procedido a la renovación de
la autorización de explotación de la central nuclear de Almaraz, Unidades I y II (BOE de fe-
cha 16 de junio de 2010). 

11 Cuya autorización ha sido renovada por Orden Ministerial de fecha 21 de julio de
2010 del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio (BOE de fecha 5 de agosto de 2010). 

12 Cuya autorización ha sido renovada por Orden Ministerial de fecha 10 de marzo de 2011
del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio (BOE de fecha 10 de junio de 2011). 

13 Y cuyas últimas autorizaciones de explotación se produjeron por medio de las Órde-
nes del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio de fecha 22 de septiembre de 2010
(BOE de fecha 9 de diciembre de 2011). 

14 Datos obtenidos de la Base de Datos (que incluye información de todas las centrales
nucleares en funcionamiento a nivel mundial) Power Reaction Information System (PRIS).
http://pris.iaea.org/public/CountryStatistics/CountryDetails.aspx?current=ES, consulta 15/4/2012.
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Central nuclear Producción

Almaraz I 7.519
Almaraz II 7.737
Ascó I 6.674
Ascó II 7.142
Trillo 7.835
Cofrentes 7.599
Vandellós II 7.034

La producción eléctrica de todas las fuentes energéticas en España
durante el año 2011 ascendió a la cantidad de 255.179 GWh, por lo
cual la contribución de la energía nuclear a esta cesta energética supone
una participación, aproximada, del 21%15. 

Además, hay otros elementos que también se deben tener en consi-
deración cuando se efectúa una valoración del impacto de la energía nu-
clear en España, y estos son los referidos al alto grado de dependencia
energética en nuestro país, que ronda el 80%; el referido al coste ener-
gético, en cuyo ámbito la energía nuclear se muestra como una de las
energías más rentables y estables16, lo cual es ciertamente importante
en un país que muestra un elevado déficit tarifario17, y, por último, el re-
ferido a las escasas emisiones de CO2 que la energía nuclear produce. 

En definitiva, se debe resaltar que la energía nuclear no solo resul-
ta «medioambientalmente sostenible», en términos de reducción de
CO2

18, sino que también permite alcanzar una situación de estabili-
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15 Datos ofrecidos por Red Eléctrica de España (REE) en su «Avance del Informe 2011».
http://www.ree.es/sistema_electrico/informeSEE-avance2011.asp, consulta 15/4/2012. 

16 Según los datos aportados por la Nuclear Energy Agency (NEA) y la International
Energy Agency (IEA) en el Informe Project Cost of Generation Electricity. 2010 Edition, pág.
105, los costes medios de generación de las diversas fuentes de producción energética a ni-
vel mundial son los siguientes (en dólares/MWh):

Nuclear ................................ 58,53
Ciclo combinado ................. 85,77
Carbón ................................. 65,18
Eólica ................................... 96,74
Solar .................................... 410,81

17 Déficit que, según la CNE, asciende, a fecha marzo de 2012, a la cantidad de 23.312 mi-
llones de euros. Informe sobre el sector energético español. http://www.cne.es/cne/doc/publica-
ciones/20120309_PI_DEFICIT_ELECTRICO.pdf, consulta 15/04/2012. 

18 De esta forma, en el Informe del Intergovermental Panel on Climate Change (IPCC)
Cambio climático 2007. Informe de Síntesis se afirma que «los aumentos de la concentración
mundial de CO2 se deben principalmente a la utilización de combustibles de origen fósil». Por
ello se propone en este Informe, entre otros aspectos de desarrollo sostenible, que «la eficiencia
energética desempeña un papel primordial en numerosos escenarios, en la mayoría de las regiones
y escalas temporales. Para unos niveles de estabilización inferiores, los escenarios dan prepon-
derancia a la utilización de fuentes de energía bajas en carbono, como la energía renovable, la 
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dad en el suministro de energía eléctrica, sobre todo en aquellos pe-
riodos temporales de mayor demanda energética; además, esta energía
contribuye a generar una independencia energética frente a los pro-
ductores de combustibles fósiles.

II. RÉGIMEN JURÍDICO DE LA ENERGÍA NUCLEAR EN ESPAÑA

1. La legislación internacional en materia de energía nuclear

Debido a la existencia de organismos supranacionales en el ámbi-
to de la utilización civil de la energía nuclear, tales como la OIEA19 y la
NEA20 a nivel mundial y la EURATOM21 a nivel europeo, y de los que
España forma parte, existe una importante normativa internacional
que regula el régimen jurídico de la energía nuclear22, lo cual ha ge-
nerado un marco regulador común en todos sus Estados miembros. 

Dentro de este abanico de tratados internacionales, nos centramos
en uno de ellos debido a su importancia en relación con la vigente nor-

ACERCAMIENTO JURÍDICO-ADMINISTRATIVO AL DEBATE... SANTIAGO A. BELLO PAREDES

Revista de Administración Pública
256 ISSN: 0034-7639, núm. 188, Madrid, mayo-agosto (2012), págs. 251-278

energía nuclear o la captación y almacenamiento de CO2 (CAC)» (pág. 79). http://www.ipcc.
ch/pdf/assessment-report/ar4/syr/ar4_syr_sp.pdf, consulta 15/04/2012. 

19 El Organismo Internacional de la Energía Atómica (OIEA) fue creado al amparo del
«Estatuto de la OIEA», aprobado en fecha 23 de octubre de 1956 por la Conferencia sobre el
Estatuto del Organismo Internacional de Energía Atómica, celebrada en la sede de las Na-
ciones Unidas, y entró en vigor en fecha 29 de julio de 1957. 

20 La Agencia de la Energía Nuclear (NEA) fue creada por el Consejo de la OCEE, orga-
nismo predecesor de la OCDE, la cual estableció la Comunidad Europea de Energía Nu-
clear (ENEA) en febrero de 1958, y su actual denominación procede del año 1972. Un aná-
lisis histórico de este organismo puede encontrarse en el trabajo de L. ECHÁVARRI (2008),
«La Agencia de energía nuclear en la OCDE, a través de su historia», Economía Industrial,
núm. 369, págs. 35 a 41. 

21 La Comunidad Europea de la Energía Atómica (EURATOM) se creó con la firma en
Roma del Tratado de la Comunidad Europea de la Energía Atómica, en fecha 25 de marzo de
1957. 

22 De forma sucinta, se pueden señalar como normas dictadas en el ámbito nuclear, y ra-
tificadas por España en el supuesto de constituir tratados internacionales, las siguientes:
Convenio de París de 29 de julio de 1960, ratificado por Instrumento de 10 de octubre de 1961,
sobre responsabilidad civil en la materia; Convención sobre la protección física de los ma-
teriales nucleares, Viena/Nueva York, 3 de marzo de 1980; Convención sobre pronta notifi-
cación de accidentes nucleares y asistencia en caso de accidente nuclear o emergencia ra-
diológica, Viena, 26 de septiembre de 1986; Convención conjunta sobre la seguridad en la
gestión del combustible gastado y sobre la seguridad en la gestión de los desechos radiacti-
vos de 1997. Y en el ámbito europeo se pueden citar, al menos, las siguientes: Reglamento
93/1493/EURATOM del Consejo de la Unión Europea, de 8 de junio, relativo a los traslados
de sustancias radiactivas entre los Estados miembros; Directiva 97/43/EURATOM, de 30 de
junio, relativa a la protección de la salud frente a los riesgos derivados de las radiaciones
ionizantes en exposiciones médicas; Directiva 2003/4/CE del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 28 de enero, relativa al acceso del público a la información medioambiental; Direc-
tiva 2006/117/EURATOM del Consejo, de 20 de noviembre, relativa a la vigilancia y al control
de los traslados de residuos radiactivos y combustible nuclear gastado; Directiva 2011/70/
EURATOM, de 19 de julio, por la que se establece un marco comunitario para la gestión res-
ponsable y segura del combustible nuclear gastado y de los residuos radiactivos.
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mativa nacional sobre energía nuclear, y en el cual se procede a la re-
gulación de las diversas etapas de la vida de las centrales nucleares,
comprendiendo las fases de diseño, construcción, funcionamiento y
desmantelamiento. Este Tratado fue aprobado, en fecha 20 de sep-
tiembre de 1994, por la OIEA con la denominación de «Convención
sobre Seguridad Nuclear», el cual ha sido ratificado y publicado ofi-
cialmente en España23 y, por ello, despliega todos sus efectos en nues-
tro ordenamiento jurídico, de conformidad con el artículo 96.1 CE. 

Pues bien, en esta Convención se establece la obligación para cada
Estado miembro de crear el «órgano regulador», definido como «cua-
lesquiera órgano u órganos dotados por esa Parte Contratante de facultades
legales para otorgar licencias y establecer reglamentos sobre emplaza-
miento, diseño, construcción, puesta en servicio, explotación o clausura
de las instalaciones nucleares» —art. 2.ii)—; entendiéndose estas licen-
cias como «cualquier autorización otorgada por un órgano regulador al
solicitante para que asuma la responsabilidad sobre el emplazamiento, di-
seño, construcción, puesta en servicio, explotación o la clausura de una
instalación nuclear» —art. 2.iii)—.

De esta forma, este órgano regulador tiene un conjunto de compe-
tencias más amplio que el contenido en la Directiva 2009/71/EURA-
TOM del Consejo, de fecha 25 de junio, por la cual se establece un
marco comunitario para la seguridad nuclear de las instalaciones nu-
cleares; y es que en esta Directiva se obliga a que esta autoridad sea ti-
tular únicamente de «competencias y recursos para: a) exigir al titular de
la licencia que cumpla los requisitos nacionales de seguridad nuclear y los
términos de la licencia de que se trate (…)» (art. 5.3), pero no se exige que
esta autoridad tenga competencias para la concesión de las licencias. 

Debe considerarse que la UE tiene competencias en materia de se-
guridad nuclear, pese a que no se contengan de forma expresa en el
Tratado EURATOM, según la interpretación que viene sosteniendo el
TJUE al considerar que las disposiciones relacionadas con la protección
sanitaria forman un conjunto coherente que confiere a la Comisión
competencias, compartidas con los Estados, sobre un ámbito consi-
derable para proteger a la población y al medio ambiente de los riesgos
de la contaminación nuclear24.
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23 En fecha 16 de noviembre de 1999 se produjo la adhesión a este Convenio de la
EURATOM a través de la Decisión de la Comisión de fecha 16 de noviembre de 1999, poste-
riormente modificada por Decisión de fecha 29 de abril de 2004 (Diario Oficial núm. L 172,
de fecha 6 de mayo de 2004), y en la cual se contiene que «la Comunidad declara que le son
aplicables los artículos 1 a 5, el artículo 7 y los artículos 14 a 35 de la Convención». Previamente,
en fecha 19 de junio de 1995, España ratificó este Tratado (BOE de fecha 30 de septiembre
de 1996), el cual entró en vigor para España en fecha 24 de octubre de 1996. 

24 Sentencias del TJUE de fechas 22 de septiembre de 1988, 4 de octubre de 1991 y 10 de
febrero de 2002, por todas 
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Por tanto, esta autoridad reguladora nacional no tendrá competen-
cias en el ámbito de la concesión de las licencias, según el contenido de
la Directiva comunitaria, pero sí las deberá tener en cumplimiento de
la Convención de la OIEA25. Y es que, en el seno de esta organización
internacional se trata de alcanzar una situación competencial de los
organismos reguladores que les faculte para «ejercer el control regla-
mentario con respecto a las fuentes radiactivas, incluida la expedición de
autorizaciones y, por consiguiente, que regulan uno o varios aspectos de
la seguridad tecnológica o física de las fuentes radiactivas»26.

Además, en esta Convención de la OIEA se exige «una separación efec-
tiva entre las funciones del órgano regulador y las de cualquier otro órga-
no o entidad a los que incumba el fomento o la utilización de la energía nu-
clear» (art. 8.2). Independencia funcional que es reiterada en la Directiva
comunitaria 2009/71, al establecerse en su artículo 5.2 que «los Estados
miembros garantizarán que la autoridad reguladora competente se en-
cuentre separada funcionalmente de cualquier otro organismo u organi-
zación relacionado con la promoción o utilización de energía nuclear, in-
cluida la producción de energía eléctrica, a fin de garantizar la independencia
efectiva de toda influencia indebida en la toma de decisiones regulatorias».

Y la importancia de esta Convención radica en que se posiciona en
la opción jurídica anglosajona del Derecho nuclear; es decir, aquélla que
opta porque sea la autoridad reguladora, y no la autoridad política,
quien ejerza el control reglamentario y autorizatorio en materia de ins-
talaciones nucleares. Este es el modelo existente en Estados Unidos, a
través de la Nuclear Regulatory Commission (NRC). 

Por el contrario, en España son las autoridades políticas estatales
quienes proceden a conceder o denegar tales autorizaciones adminis-
trativas27, como luego estudiaremos en detalle, dejando al CSN otras fa-
cultades públicas, y ello pese a la consideración de éste «como único or-
ganismo competente en materia de seguridad nuclear y protección
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25 Situación normativa que también acontece en relación con la gestión del combustible
gastado y sobre la seguridad de los desechos radiactivos (Convención de la OIEA de 1997),
cuando el artículo 2.k) establece que se entiende por órgano regulador «cualesquiera órgano
u órganos dotados por la Parte Contratante de facultades legales para reglamentar cualquier
aspecto de la seguridad en la gestión de combustible gastado o de desechos radiactivos, inclui-
da la concesión de licencias».

26 Apartado I.1 del «Código de Conducta sobre seguridad tecnológica y física de las fuen-
tes radiactivas», aprobado en fecha 8 de septiembre de 2003 y dictado con la finalidad de ser-
vir de orientación a los Estados para, entre otras cosas, la elaboración y armonización de po-
líticas, leyes y reglamentaciones sobre la seguridad tecnológica y física de las fuentes
radiactivas. Por ello, en este mismo Código se exige que la autoridad reguladora tenga com-
petencias para «expedir, enmendar, suspender o revocar, según proceda, autorizaciones para la
gestión de fuentes radiactivas» —apartado 20.d)—. 

27 Para un estudio en detalle de esta situación, S. A. BELLO PAREDES (2011), «El derecho
nuclear y el falso mito de los 40 años como límite de funcionamiento de las centrales nu-
cleares», Actualidad Administrativa, núm. 19, págs.1-15. 
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radiológica» (art. 1 de la Ley de creación del Consejo de Seguridad Nu-
clear, Ley 15/1980, de 20 de abril). 

Pues bien, como España ha ratificado sin reservas este Tratado in-
ternacional, una de las cuestiones que se debe resolver es la de efectuar
una interpretación sistemática de nuestra legislación interna en ar-
monía con esta norma internacional. Y ello dado que como el vigente
artículo 1.1 de la citada Ley 15/1980 habilita al CSN «como único or-
ganismo» con competencias en materia de seguridad nuclear, según la
Convención de la OIEA, éste debiera tener facultades para la concesión
de las autorizaciones administrativas para regular el emplazamiento,
diseño, construcción, puesta en servicio, explotación y clausura de las
instalaciones nucleares —arts. 2.iii), 7 y 8 de la citada Convención—. 

2. La legislación española sobre energía nuclear

La energía nuclear se encuentra regulada actualmente en nuestro
Derecho28 por una ley de los años sesenta29, años en los que se inició la
industria nuclear en nuestro país con la construcción de las centrales
nucleares de Zorita, Garoña y Vandellós I.

De esta forma, el régimen jurídico queda definido por la Ley 25/
1964, de 29 de abril, sobre Energía Nuclear (LEN), con las modifica-
ciones introducidas por las Leyes 25/1968, de 20 de junio; 54/1997, de
27 de noviembre, y 24/2005, de 18 de noviembre, básicamente30. 

Debe señalarse, además, que la Ley de Economía Sostenible, Ley
2/2011, de 4 de mazo, ha establecido una destacable novedad en el ám-
bito de las autorizaciones de funcionamiento de las centrales nucleares,
al disponer su artículo 79.3.c) que dentro de los objetivos para alcan-
zar en el año 2020 por los distintos planes y acciones de ordenación del
sistema energético, se encuentran los de «determinar los niveles de par-
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28 Para un conocimiento del régimen jurídico de la energía nuclear pueden verse los tra-
bajos de J. M. AYLLÓN DÍAZ-GONZÁLEZ (1999), Derecho Nuclear, Comares, Granada; A. BARCE-
LÓ (2002), Instalaciones nucleares: autorización y conflicto, Ariel, Barcelona; J. M. SALA ARQUER

(2002), «Relaciones entre el organismo regulador y el titular de las instalaciones nucleares en
un mercado energético liberalizado», Temas de Derecho Nuclear, SNE, núm. 1; A. MORALES PLA-
ZA (2009), «El marco regulatorio de la energía nuclear», en Tratado de regulación del sector eléc-
trico, tomo I (Dirs. F. BECKER, L. M. CAZORLA PRIETO, J. MARTÍNEZ SIMANCAS y J. M. SALA AR-
QUER), Aranzadi, Cizur Menor, págs. 523-553. 

29 Y unos años antes ya se había producido la primera regulación en materia nuclear con
la creación de la Junta de Energía Nuclear (JEN), a través del Decreto-Ley de 22 de octubre
de 1951, con la finalidad de proceder a la publicatio de este sector para reservar al Estado todo
lo relativo a la energía nuclear, desde la investigación hasta la creación de un marco organi-
zativo. AYLLÓN DÍAZ-GONZÁLEZ (1999: 15). 

30 Siguiendo en este apartado el trabajo de S. A. BELLO PAREDES (2009), «Las autorizaciones
administrativas en el ámbito de la energía nuclear: a vueltas con el tema del futuro de la
central nuclear de Santa María de Garoña», Actualidad Administrativa, núm. 19, págs. 1-23. 
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ticipación de la energía nuclear en la cesta de generación energética, de
acuerdo con el calendario de operación de las centrales existentes y con las
renovaciones que, solicitadas por los titulares de las centrales, en el mar-
co de la legislación vigente, en su caso correspondan, teniendo en cuen-
ta las decisiones del Consejo de Seguridad Nuclear sobre los requisitos de
seguridad nuclear y protección radiológica, la evolución de la demanda,
el desarrollo de nuevas tecnologías, la seguridad del suministro eléctrico,
los costes de generación eléctrica y las emisiones de gases de efecto in-
vernadero, y ateniéndose en todo caso al marco de referencia establecido
por la normativa europea vigente».

De la lectura de este precepto se evidencian dos grandes conclu-
siones. En primer lugar, que no existe en nuestro Derecho ninguna
mención del plazo de cuarenta años para definir la vida útil de las cen-
trales nucleares, pese a que este plazo sí existió en la tramitación par-
lamentaria de este precepto31. Y, en segundo lugar, que nuestra legis-
lación pretende adoptar un modelo normativo sobre la regulación
nuclear que no descanse únicamente sobre el concepto de «seguridad
nuclear»; de esta forma, la LES introduce bastantes variables, además
de la seguridad nuclear, para valorar la concesión o no de las autori-
zaciones de funcionamiento de las centrales nucleares. 

No obstante, este precepto debe ser calificado como escasamente
concreto en su regulación pues, sin modificar de forma expresa la vi-
gente LEN ni hacer referencia alguna a los tratados internacionales ra-
tificados por España en esta materia, propone una previa actuación
estatal de programación de la participación de la energía nuclear, que
se ejecutará a través de las actuaciones administrativas que se dicten en
relación con la posible renovación de las autorizaciones de funciona-
miento de las centrales nucleares. En definitiva, esta regulación pretende

ACERCAMIENTO JURÍDICO-ADMINISTRATIVO AL DEBATE... SANTIAGO A. BELLO PAREDES

Revista de Administración Pública
260 ISSN: 0034-7639, núm. 188, Madrid, mayo-agosto (2012), págs. 251-278

31 Y es que este precepto fue objeto de múltiples modificaciones a lo largo de su tramitación
parlamentaria. De esta forma, la redacción contenida en el artículo 80.3.c) del Proyecto de Ley
era la siguiente: «mantener, de conformidad con la normativa vigente, el calendario de cumpli-
miento de los 40 años de vida útil de las centrales del parque nuclear existentes, de acuerdo con
su vida de diseño, incorporando en todo caso a dicha normativa el cumplimiento de los reque-
rimientos medioambientales y de seguridad específicos en los casos de renovación extraordinaria
de las concesiones por encima de dicho plazo, derivadas del desarrollo de nuevas tecnologías y
de la necesidad de garantizar el mantenimiento del suministro». Posteriormente, este precep-
to fue objeto de enmienda por parte del propio Grupo Parlamentario Socialista en el Congreso
de los Diputados, enmienda que tenía el siguiente contenido literal: «mantener el calendario
de operación del parque nuclear existente, considerando el plazo de 40 años para el que fueron
diseñadas y teniendo en cuenta el desarrollo de nuevas tecnologías, la seguridad del suministro
eléctrico, los costes de generación eléctrica y las emisiones de gases de efecto invernadero». Y esta
enmienda fue recogida en el texto de este Proyecto de Ley, que fue aprobado en el Congreso
de los Diputados tras su aprobación por la Comisión de Economía y Hacienda, sesión de fe-
cha 21 de diciembre de 2010. No obstante, el Senado introdujo como enmienda la actual re-
dacción de este precepto; y ello con la genérica motivación de efectuar modificaciones «refe-
rentes a la determinación de los niveles de participación de la energía nuclear en la cesta de
generación energética» (BOCG, Senado, Serie I, núm. 18-95, de fecha 16 de febrero de 2011).
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establecer una actuación fundamentalmente discrecional en este ámbito
de la renovación de las autorizaciones de funcionamiento, utilizando di-
versos parámetros tales como «la evolución de la demanda, el desarrollo
de nuevas tecnologías, la seguridad del suministro eléctrico, los costes de
generación eléctrica y las emisiones de gases de efecto invernadero».

Y es precisamente esta ausencia de concreción de estos elementos
discrecionales lo que debe ser objeto de crítica, pues genera un eleva-
do grado de inseguridad jurídica a los propietarios de las actuales cen-
trales nucleares en funcionamiento, quienes no pueden conocer con
cierto grado de previsibilidad si estas centrales podrán continuar o no
en funcionamiento. Inseguridad que contrasta con las importantes in-
versiones económicas que exigen el mantenimiento y actualización de
la seguridad de estas instalaciones. 

Retomando la descripción histórica de la regulación normativa de
la energía nuclear, la LEN fue desarrollada reglamentariamente por el
Decreto 2869/1972, de 21 de julio, el cual fue derogado por el Real De-
creto 1836/1999, de 3 de diciembre, por el que se aprobó el Reglamen-
to sobre Instalaciones Nucleares y Radiactivas (RINR), modificado úl-
timamente por el Real Decreto 35/2008, de 18 de enero. 

Dado que la LEN es una norma preconstitucional, debemos estudiar
cuál es el ámbito competencial del Estado en esta materia dentro del ac-
tual marco constitucional32. 

En este sentido, el encuadramiento competencial estatal de la re-
gulación de la energía nuclear se contiene fundamentalmente en el ar-
tículo 149.1.25.ª CE, que otorga al Estado la competencia sobre «las ba-
ses del régimen minero y energético». Sin embargo, «esta calificación
competencial no tiene que extenderse necesariamente a todas las fases
del proceso de desenvolvimiento de esta energía»33, pues también puede
encuadrarse la energía nuclear dentro del ámbito competencial de «or-
denación del territorio» o del «medio ambiente» si se regulase, en este
último supuesto, el almacenamiento de los residuos nucleares desde la
perspectiva de una definición de «las características técnicas o de em-
plazamiento físico o geográfico que han de tener los almacenes de residuos
nucleares que se localicen (…), para garantizar que los mismos no pro-
ducen efectos perjudiciales o nocivos sobre el entorno ambiental, y, por
ende, sobre los seres vivos, cuestiones estas que, efectivamente, serían
propias de la materia del “medio ambiente”»34. 
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32 Y ello a la vista de la doctrina establecida por el Tribunal Constitucional en esta ma-
teria en su sentencia 14/2002, de 12 de febrero, que se refiere a un supuesto de prohibición
estatutaria de almacenamiento de residuos nucleares que no hubiesen sido generados en
Aragón, o en la sentencia 197/1996, de 28 de noviembre, que estudia un supuesto referido a
diversos ciclos económicos del sector de la energía del petróleo. 

33 STC 14/2002, cit., FJ X. 
34 STC 14/2002, cit., FJ X. 
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En conclusión, nos encontramos ante una materia, la energía nu-
clear, sobre la cual inciden los títulos constitucionales establecidos en
los artículos 149.1.25.ª, «bases del régimen minero y energético»;
149.1.23.ª, «legislación del medio ambiente, sin perjuicio de las Co-
munidades Autónomas de establecer normas adicionales», y 148.1.3.ª,
«ordenación del territorio».

En estos dos ámbitos competenciales, y teniendo presente la ubi-
cación de las centrales nucleares existentes en la actualidad en las Co-
munidades Autónomas de Cataluña (3), Castilla y León (1), Castilla-La
Mancha (1), Extremadura (2) y Valencia (1), podemos afirmar que to-
das ellas han asumido competencias de medio ambiente y ordenación
del territorio, y ello dentro de los límites establecidos por el juego con-
junto de los títulos competenciales contenidos en los artículos 149.1.23.ª
y 25.ª y 148.1.3.ª35. 

De esta forma, y dado este reparto competencial, resulta lógico que
el artículo 28.1 LEN haya sido reformado para establecer el trámite
de audiencia a las Comunidades Autónomas, para integrar así otros
intereses públicos conexos, pues este precepto establece que las ac-
tuación de la Administración estatal debe efectuarse «una vez oídas las
Comunidades Autónomas con competencia en materia de ordenación
del territorio y medio ambiente».

No obstante, al ser la LEN una norma anterior a este debate com-
petencial, y a pesar de las reformas que ha tenido para adecuarse a la
realidad constitucional y legal de nuestro país, nos parece imprescin-
dible que se formule un nuevo texto legislativo que sustituya a la LEN,
y ello en el marco de un debate público sobre el presente y futuro de la
energía nuclear en España. 

La finalidad declarada por la LEN fue establecer el régimen jurídico
del «desarrollo y puesta en práctica de las aplicaciones pacíficas de la ener-
gía nuclear y de las radiaciones ionizantes» —art. 1.a)— y hacer compa-
tible este uso con la protección «a las personas, cosas y medio ambiente». 

Por tanto, nos encontramos ante una materia, el uso pacífico de la
energía nuclear, que la LEN ha publificado36 en sintonía con la regula-
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35 Aunque resulta escasa la regulación efectuada hasta la fecha a nivel infraestatutario en
el ámbito de la ordenación del territorio, no obstante, se puede citar el contenido de la Ley
aragonesa 4/2009, de 22 de junio, de Ordenación del Territorio, que determina que el Consejo
de Ordenación del Territorio de Aragón deberá emitir dictamen sobre los «planes y proyectos
del Estado con incidencia territorial» en Aragón —art. 9.5.c)—; señalando el apartado c) del
Anexo que dentro de estos proyectos se incluyen «centrales nucleares y otros reactores nuclea-
res. Instalaciones para el reproceso, producción, tratamiento de combustible nuclear o alma-
cenamiento de residuos radiactivos».

36 Siguiendo así el modelo de Derecho internacional y comparado de la época, J. M. AY-
LLÓN DÍAZ-GONZÁLEZ (1999: 15), quien pone de manifiesto las notas caracterizadoras de la re-
gulación de la energía nuclear en el Derecho comparado, y que se contraen a la necesidad de
licencia o autorización específica para la realización de las actividades de aprovechamiento 
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ción internacional, y ello con la finalidad de garantizar su uso seguro,
a la vez que compatibilizarlo con el posible aprovechamiento por los par-
ticulares de las diversas aplicaciones de la energía nuclear. Para ello, esta
norma procede a regular las posibilidades de acceso de los particulares
al aprovechamiento energético de la energía nuclear, así como las po-
testades administrativas en materia autorizatoria y sancionadora37. 

Además, se produce una regulación detallada de la responsabili-
dad derivada de los daños nucleares, calificándola como de naturale-
za «objetiva» (art. 45 LEN), aunque limitada en su cuantía «hasta el lí-
mite de cobertura que se señala en la presente ley», para lo cual se deberá
constituir una cobertura de este riesgo nuclear para cubrir los daños
inmediatos; los daños diferidos serán abonados por el Gobierno y que
luego restituirá el titular de la explotación nuclear. En este sentido de-
bemos referirnos a la Ley 12/2011, de 27 de mayo, sobre responsabili-
dad civil por daños nucleares o producidos por materiales radiacti-
vos38, y que introduce la novedad de establecer una cobertura de
responsabilidad civil por daños ocasionados por accidentes nucleares
a 1.200 millones de euros para las empresas titulares de las instala-
ciones nucleares. 

III. LA JURISPRUDENCIA EN MATERIA DE ENERGÍA NUCLEAR

1. La competencia sobre energía nuclear y otras competencias concu-
rrentes: urbanismo, medio ambiente y energía nuclear

El Tribunal Supremo ha declarado que el título competencial del ur-
banismo debe verse limitado por el más específico de la energía nuclear,
contenido en el artículo 149.1.25 CE, al establecer que éste «ha de in-
cidir y condicionar al más genérico del urbanismo» (sentencia de fecha
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de la energía nuclear, la existencia de un organismo o autoridad público que inspecciona, su-
pervisa y evalúa las actividades de los explotadores de centrales nucleares, y la existencia de
una responsabilidad civil que asegure los daños causados a las personas, a los bienes y al me-
dio ambiente por los accidentes nucleares. Principios comunes que se derivan de las reco-
mendaciones y convenios internacionales derivados del funcionamiento de organismos in-
ternacionales creados en los años cincuenta tales como la OIEA, la NEA y la EURATOM, entre
otros. 

37 A. MORALES PLAZA (2009: 532). 
38 Y cuya regulación ya se encontraba en la LEN; no obstante, esta Ley 12/2011 regula la

responsabilidad civil de conformidad con lo «establecido en el Convenio sobre responsabilidad
civil en materia de energía nuclear de 29 de julio de 1960, modificado por los Protocolos de 28 de
enero de 1964, de 16 de noviembre de 1982 y de 12 de enero de 2004 (en adelante, Convenio de
París) y en el Convenio de 31 de enero de 1963 complementario al anterior, modificado por los Pro-
tocolos de 28 de enero de 1964, de 16 de noviembre de 1982 y de 12 de enero de 2004 (en adelante,
Convenio de Bruselas). Las cláusulas contenidas en los citados convenios serán directamente apli-
cables a las instalaciones nucleares y a los transportes de sustancias nucleares» (art. 1).
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8 de octubre de 2010)39; por ello las competencias estatales en materia
de energía nuclear pueden desplazar a otros títulos competenciales
que actúen sobre el mismo territorio. 

En lo que se refiere a las competencias autonómicas sobre el medio
ambiente, la sentencia del Alto Tribunal de fecha 8 de abril de 2002
declara que no resulta necesaria una evaluación de impacto ambiental
para la construcción de unas instalaciones para almacenamiento tem-
poral de residuos nucleares en la central nuclear de Trillo, y ello por
cuanto «el Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, en su Ane-
xo 3 incluye, entre las que han de someterse a evaluación de impacto
ambiental, las instalaciones destinadas exclusivamente al almacena-
miento permanente de residuos radiactivos, pero el Anexo 2.3 del Real De-
creto 1131/1988, de 30 de septiembre, aclara lo que ha de entenderse por
almacenamiento permanente de residuos radiactivos atendiendo a dos
notas concurrentes (una de las cuales no se aprecia en el almacén auto-
rizado por el Consejo de Ministros), a saber, que la instalación esté espe-
cíficamente concebida para la actividad de almacenamiento y que se ha-
lle fuera del ámbito de la instalación nuclear o radiactiva que produzca
dichos residuos (…). Lo que interesa es que se trata de un almacén cons-
truido dentro del ámbito de la central nuclear, por lo que, conforme a las
disposiciones antes indicadas, para su construcción no era precisa la
previa evaluación del impacto ambiental». En un sentido similar se pue-
de citar la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 24 de diciembre de
2001, al entender que «esa necesidad, racionalmente, debe desaparecer,
cuando lo proyectado se refiere a un depósito temporal de combustible gas-
tado, a ubicar en la propia Central Nuclear de Trillo, que fue objeto en su
día de esa evaluación de impacto ambiental».

Resulta de especial importancia la sentencia del Tribunal Supremo
de fecha 17 de febrero de 2004, en la cual se analiza el derecho de los
ciudadanos en relación con la información medioambiental derivada de
las instalaciones nucleares. Pues bien, la interpretación que se efectúa
por este Tribunal es claramente expansiva al entenderse que ante una
solicitud de una asociación ecologista al CSN de unas actas de inspec-
ción realizadas en una empresa en la cual pudo existir un escape
radiactivo, este Alto Tribunal afirma que «las actas no son un docu-
mento inconcluso, sino que se trata de un documento concluido, de con-
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39 Por lo cual la decisión del Ayuntamiento de Madrid de modificar el uso del suelo ubi-
cado por las instalaciones del Centro de Investigaciones Energéticas, Medioambientales y Tec-
nológicas (CIEMAT), a través del acuerdo de aprobación definitiva del Plan Especial Área de
Ordenación Especial 00.07-Ciudad Universitaria, en el particular relativo al régimen de usos
de los terrenos en que se sitúa el CIEMAT, en cuanto instalación nuclear, resulta ilegal por co-
rresponder en exclusiva al Estado la competencia para determinar la ubicación de esta ins-
talación. 
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formidad con una regulación específica y al que se dota de un especial va-
lor probatorio para el supuesto de que se utilicen como soporte de un
procedimiento sancionador o de otra índole». Señalando esta sentencia
como soporte argumental de tal decisión la resolución del TJUE de 17
de junio de 1998, en la cual se concluyó que «el legislador comunitario
se abstuvo de dar al concepto de “información sobre medio ambiente”
una definición que pudiera excluir algunas de las actividades que desa-
rrolla la actividad pública, sirviendo el término “medidas” tan solo para
precisar que entre los actos contemplados por la Directiva deben incluir-
se todas las formas de ejercicio de la actividad administrativa», aña-
diéndose que «para ser una “información sobre medio ambiente a efec-
tos de la Directiva”, basta que un informe de la Administración (...)
constituya un acto que pueda afectar o proteger el estado de alguno de los
sectores del medio ambiente a los que se refiere la Directiva».

En un sentido similar en el derecho de información, la sentencia del
Tribunal Supremo de fecha 17 de diciembre de 2008 declara la ilegali-
dad del Acuerdo del Consejo de Ministros de fecha 9 de junio de 2006
por el que se aprobaron los Planes Directores correspondientes a los Pla-
nes de Emergencia Nuclear Exteriores a las centrales nucleares, por con-
siderar que, dado el carácter normativo de estos, se debiera haber pro-
cedido a otorgar el trámite de «audiencia de los municipios directamente
afectados por los Planes de Emergencia Nuclear exteriores a las centrales
nucleares» en el procedimiento seguido para su aprobación.

2. Las autorizaciones administrativas y la energía nuclear

Además de las sentencias referidas a las autorizaciones adminis-
trativas de funcionamiento de las centrales nucleares, y sus renova-
ciones, que estudiaremos en detalle en el apartado siguiente, resulta ne-
cesario que nos refiramos a la sentencia del Tribunal Supremo de fecha
24 de noviembre de 2009, en relación a la impugnación realizada por
la Asociación de Municipios Afectados por Centrales Nucleares de Es-
paña contra las Resoluciones del Ministerio de Industria y Energía por
las cuales se afirmaba que, en relación con las centrales nucleares de
Vandellós II, Santa María de Garoña, José Cabrera, Trillo I, Ascó I,
Ascó II, Cofrentes, Almaraz I y Almaraz II, no procedía la declaración
de inexistencia de autorización para almacenar residuos generados en
las propias instalaciones, así como que tampoco procedía declarar que
las centrales carecieran de autorización del Ministerio relativa a las
obras de adaptación de las piscinas y almacenamiento en estas del
combustible irradiado. 
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En esta sentencia, el Alto Tribunal afirma que «la Ley de Energía
Nuclear no especifica nada respecto al almacenamiento temporal de los
residuos radioactivos en las propias instalaciones de las centrales nuclea-
res hasta tanto no sean transportados al emplazamiento definitivo. Por
consiguiente, es preciso determinar si dicho almacenamiento temporal es-
taba ya incluido en las autorizaciones iniciales. Pues bien, por un lado he-
mos de convenir con la Sala juzgadora que los términos de la Ley de
Energía Nuclear son lo suficientemente amplios y flexibles como para
entender que la licencia inicial de las centrales incluía el almacenamien-
to temporal de los residuos nucleares hasta su traslado a emplazamien-
tos de almacenamiento propiamente dichos» y, además, concluye que
«el almacenamiento temporal en dichas piscinas, ampliadas o modifi-
cadas de conformidad con las respectivas autorizaciones requeridas por
el artículo 4 del Reglamento aprobado por el Decreto 2869/1972 , resulta
perfectamente regular».

Y es que ya, en su sentencia de fecha 23 de diciembre de 2002 se ha-
bía manifestado por el Tribunal Supremo la necesaria existencia de
una autorización administrativa para el almacenamiento definitivo de
residuos nucleares en las instalaciones conocidas popularmente como
«Cementerio de El Cabril», y al no existir tal autorización declaró «la
ilegalidad de la situación creada en dicha fecha a consecuencia del al-
macenamiento de residuos nucleares procedentes de centrales nucleares
en la instalación de almacenamiento de residuos radiactivos situada en
Sierra Albarrana, término municipal de Hornachuelos».

3. Un paso atrás en materia nuclear: la sentencia de la Audiencia
Nacional de fecha 30 de junio de 2011

A) Los antecedentes del litigio: la situación técnica de la central
nuclear de «Santa María de Garoña»

Como ha puesto de manifiesto el CSN en el Informe realizado en fe-
cha 5 de junio de 2009, con motivo de la solicitud de renovación de la
autorización de explotación40, «la central nuclear de Santa María de
Garoña está situada en uno de los 6 emplazamientos de centrales nuclea-
res españolas, en el Valle de Tobalina, provincia de Burgos. Su reactor es
del tipo de agua ligera en ebullición (“Boiling Water Reactor” - BWR) de
diseño General Electric, que dispone de un sistema nuclear de producción
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de vapor BWR 3 y una contención Mark I, con una potencia eléctrica de
466 MW. La central fue construida en la década de los 60, tomando como
referencia las centrales norteamericanas de Dresden 2, Oyster Creek y
Monticello, y entró en explotación comercial en mayo de 1971, siendo la
compañía propietaria Nuclenor, S.A., propiedad en la actualidad de Iber-
drola, S.A. y Endesa, a partes iguales. Desde el inicio de la explotación co-
mercial, la central ha ido siendo actualizada a los estándares de seguridad
aplicables en cada momento, implantando importantes modificaciones de
diseño para cumplir adecuadamente los requisitos exigibles. En los años
ochenta la central ejecutó un programa sistemático de evaluación de la se-
guridad (“Systematic Evaluation Programme”), derivado de los nuevos cri-
terios de seguridad tras el accidente de la central de Three Mile Island
(TMI) en Estados Unidos, que dio lugar a la introducción de importan-
tes mejoras en equipos eléctricos, en el refuerzo de estructuras de la con-
tención, la instalación de un sistema de habitabilidad de sala de control
en caso de accidente y la sustitución de tuberías de recirculación entre
otras (…). Desde 1990, esta central nuclear ha notificado 136 sucesos, de
los cuales 6 han sido clasificados como “anomalías” de nivel 1 —el se-
gundo más bajo— en la Escala INES. Todos los demás, el 96%, han sido
de nivel 0, por debajo de la escala y sin significación para la seguridad (…).
En suma, los resultados de la supervisión del funcionamiento de la cen-
tral de Garoña, a través del SISC, así como del análisis de información
complementaria procedente de los sucesos notificados, ponen de mani-
fiesto un comportamiento adecuado de la central, desde el punto de vis-
ta de la seguridad». 

Por lo que concluyó afirmando que «el Pleno del Consejo ha acordado
emitir un informe favorable a la renovación de la autorización de explo-
tación de la central nuclear de Santa María de Garoña (…)».

Nos encontramos, por tanto, ante una afirmación incontestable téc-
nicamente, la central nuclear de «Santa María de Garoña» presentaba
para el CSN un comportamiento adecuado desde el punto de vista de
la seguridad nuclear.

B) Análisis del contenido de la OM de fecha 3 de julio de 2009

La Orden Ministerial de fecha 3 de julio de 2009 contiene un con-
junto de motivaciones, de naturaleza fáctica y jurídica, que conviene que
analicemos con algún detenimiento.

En lo que se refiere a los aspectos técnicos de la central nuclear41,
la Orden Ministerial se refiere a su producción durante el año 2008 de
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4.021 GWh, «lo que supone alrededor del 1,3% de la producción total
nacional»; igualmente menciona que «los principales componentes y
estructuras de la central nuclear (…), fueron diseñados bajo la hipótesis
de vida de la misma de 40 años». 

En lo que se refiere a la política energética de nuestro país42, se
alude tanto a los planes del Gobierno sobre incremento de las fuentes
renovables como al referido a la eficiencia energética43, a los que se
imputa ser la causa de «un cambio estructural en el sector y en la evo-
lución de la demanda eléctrica, que ha dado lugar a un exceso de capa-
cidad instalada que ha permitido exportar energía eléctrica en los últimos
tiempos». Igualmente, se alude a que «la opción de política energética del
Gobierno es que dicha participación se siga incrementando», así como a
la supuesta obligación contenida en la Directiva comunitaria 2009/28/
CE, de fecha 23 de abril de 2009, relativa al fomento del uso de ener-
gía procedente de fuentes renovables, y que establece como objetivos
obligatorios nacionales alcanzar «una cuota del 20% de energía final
procedente de fuentes renovables para 2020 (…), establecen el acceso pre-
ferente a la red de la generación con origen en fuentes renovables, frente
a las tecnologías convencionales».

Existe, además, un conjunto de motivaciones variadas que se con-
tienen en esta Orden Ministerial y que se refieren al impacto «sobre la
economía de la zona en la que se encuentra ubicada», motivo que, jun-
to al expresado de la necesidad de contar con un plazo razonable
«para el desmantelamiento y la evacuación y almacenamiento de resi-
duos radiactivos», conducen a otorgar «una renovación de la autori-
zación de explotación de esta central nuclear por el periodo mínimo ne-
cesario»44. 

Por último, la Orden Ministerial explicita las funciones que trata de
extraer del contenido del vigente artículo 32 LEN, y que «debe entenderse
en relación con las potestades que el Gobierno de la Nación tiene para la
definición y dirección de la política energética de acuerdo con las funciones
que al poder ejecutivo reconoce la Constitución Española»45.

En definitiva, si hubiera de compendiarse este conjunto de moti-
vos alegados en esta resolución administrativa, la explicación que jus-
tifica el contenido de esta Orden Ministerial se contrae en uno solo,
este sería el de la «definición y dirección de la política energética» de
nuestro país, política que supuestamente trataría de reducir la aporta-
ción de la energía eléctrica proveniente de esta central nuclear en el
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«mix energético»; por todo ello, el plazo concedido para su clausura
fue «el período mínimo necesario». 

En definitiva, la voluntad que se plasma en esta Orden Ministerial
no es otra que «acordar como fecha de cese definitivo de explotación de
la central nuclear de Santa María de Garoña el 6 de julio de 2013», fecha
hasta la cual se otorga a la empresa titular de la central «la renovación
de la autorización de explotación (…)».

C) La posición sostenida por la Audiencia Nacional

Contra la citada resolución administrativa se interpusieron diver-
sos recursos contencioso-administrativos por una pluralidad de partes
procesales y con una finalidad opuesta: de una parte, declarar la ile-
galidad de esta actuación ministerial para conseguir una renovación de
la autorización de explotación hasta el año 201946 y, de otra, la decla-
ración de ilegalidad de esta resolución para que se produzca la clausura
inmediata de la central nuclear47. 

En sentencia de fecha 30 de junio de 2011, la Sección Primera de la
Audiencia Nacional acordó la desestimación de todos estos recursos
contencioso-administrativos, al entender que la citada resolución ad-
ministrativa era conforme a Derecho48. 

Y para ello analiza los argumentos empleados por los diversos re-
currentes, elaborando una interpretación del vigente Derecho nuclear
de inexcusable reflexión y estudio. De esta forma, se pueden poner de
manifiesto las siguientes conclusiones alcanzadas en esta resolución ju-
dicial en los siguientes apartados.

1.º En relación a las cuestiones procedimentales. 
Diversos recurrentes impugnaron la competencia del ministro de In-

dustria, Turismo y Comercio para dictar la resolución impugnada, al en-
tender que esta competencia debiera corresponder al Consejo de Mi-
nistros, dado que la fundamentación de esa resolución utiliza razones
de naturaleza propia de la política energética nacional, competencia del
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46 En este sentido, la empresa titular de la central nuclear, «Nuclenor, S.A.»; la «Asocia-
ción de Municipios de Áreas de Centrales Nucleares», representantes de los trabajadores de
la central nuclear, la «Unión Sindical Obrera», la Comunidad Autónoma de Castilla y León
y la «Asociación Española de Accionistas Minoritarios de Empresas Cotizadas». 

47 En este sentido actuaron las entidades «Ecologistas en Acción-Coda», «Geenpeace
España», la «Confederación General del Trabajo» y una persona privada. 

48 Aunque el magistrado D. José Guerrero Zaplana emitió un voto particular en el cual
discrepa del contenido de la sentencia, únicamente en relación con la ausencia de audiencia
a la Comunidad Autónoma de Castilla y León y en relación con la desatención de los derechos
de participación de los ciudadanos. 
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Gobierno de la nación (art. 97 CE). No obstante, esta sentencia en-
tiende que la resolución recurrida no contiene una decisión de políti-
ca energética, sino que nos encontramos ante «un determinado pro-
nunciamiento respecto de una solicitud de renovación del permiso de
explotación de una central nuclear (…) y ello a pesar de que en tal deci-
sión de limitación de prórroga y cierre de la central hayan podido influir
otras razones que las estrictamente referidas a los motivos de seguridad
nuclear o impacto radiológico»49.

En lo que se refiere a la tramitación del procedimiento adminis-
trativo, la Comunidad Autónoma de Castilla y León ha sostenido que
se ha omitido el trámite de audiencia contenido en el artículo 28 LEN,
pues debiera haberse concedido tal trámite después del Informe del
CSN. No obstante, esta sentencia entiende que la vigente legislación
«exige la audiencia de la Comunidad Autónoma en la tramitación de las
renovaciones de autorizaciones de instalaciones nucleares, no exige, en
cambio, dar traslado a dicha Comunidad Autónoma del Informe del Con-
sejo de Seguridad»50. 

Además, las partes recurrentes, que sostenían la ilegalidad de la re-
solución recurrida por entender que la central nuclear debía cerrarse
inmediatamente, argumentaron que se había omitido el trámite de eva-
luación de impacto ambiental contenido en la legislación estatal y tam-
bién en la normativa autonómica de Castilla y León. Y en esta materia
la propia sentencia pone de manifiesto la laguna normativa que la LEN
contiene, pues en ella no se hace «la más mínima referencia a dicha
regulación medioambiental»51. 

No obstante, y efectuando una interpretación de la vigente legisla-
ción de evaluación de impacto ambiental referida a las centrales nu-
cleares y contenida en el Anexo I, apartado b).2, del grupo 3 de la LEIA
de 11 de enero 2008, esta sentencia entiende que este trámite no debe
realizarse por cuanto la renovación de la autorización de explotación
no supone ninguna aprobación de «un documento técnico que defina
particularmente en cuanto a su localización, la realización de planes,
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49 FJ IV. 
50 FJ VI. En el voto particular se discrepa de esta interpretación jurídica al considerar que

si bien la Comunidad Autónoma de Castilla y León no realizó alegaciones en el expediente ad-
ministrativo, ello se debió a que entendía que se procedería a una renovación de la autorización
de explotación, pues «otra cosa hubiera ocurrido si la Comunidad Autónoma informante hu-
biera sabido que lo que estaba en trámite era la posibilidad de cierre; obviamente, el cierre con-
lleva consecuencias muy relevantes en intereses cuya defensa compete a la Comunidad Autónoma
y de haber sabido que esa era la opción, pudo haber tenido interés en formular alegaciones». 

51 FJ X. Aunque sí debe ponerse de manifiesto el contenido de la disposición adicional 4.ª
RINR, reformada por RD 35/2008, de 18 de enero, en la cual se establece que «el procedi-
miento de evaluación de impacto ambiental previsto en el RD Legislativo 1/2008, de 11 de ene-
ro, (…) se incardinará en los procedimientos sustantivos de autorización regulados en este
Reglamento».
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programas, construcciones u otras instalaciones y obras referidas a una
central nuclear», y a igual conclusión llega en relación con la declara-
ción de cese de actividades contenida en la resolución recurrida, pues
«tampoco puede identificarse con el desmantelamiento o clausura defi-
nitiva de la central»52. 

Por último, se alegó por estos mismos recurrentes que se había pro-
ducido en la tramitación del procedimiento administrativo un incum-
plimiento de los derechos de información y participación ciudadana pre-
vistos en la Ley 27/2006, de 18 de julio, y en particular en relación a una
solicitud de información dirigida al Consejo de Seguridad Nuclear so-
licitando información medioambiental y que no fue resuelta por este or-
ganismo. Pues bien, esta sentencia, pese a reprochar esta inactividad del
CSN, considera que esta inactividad no produce efecto jurídico alguno
sobre este recurso contencioso, pues no consta «que las asociaciones de-
mandantes interpusieran recurso o reclamación alguna contra dicha
omisión o denegación»53. Además, esta sentencia considera que la re-
solución ministerial recurrida, que renueva el permiso de explotación
y acuerda el cierre de la central nuclear, no puede entenderse dentro del
ámbito objetivo de aplicación de la Ley 27/2006, pues esta norma con-
diciona el derecho de participación de los ciudadanos en asuntos de ca-
rácter medioambiental a la existencia de «elaboración, modificación y
revisión de planes y programas sobre las materias que se especifican en el
artículo 17, o bien en la elaboración, modificación y revisión de las dis-
posiciones de carácter general que versen sobre las materias que asimis-
mo se enumeran en el artículo 18 de tal Ley 27/2006»54. 

2.º En relación con las cuestiones sustantivas. 
Sin ningún género de dudas, el argumento más utilizado por los re-

currentes, quienes consideraban que la Orden Ministerial debía renovar
la autorización hasta el año 2019, se centraba en considerar que este acto
recurrido era consecuencia del ejercicio de una potestad reglada por
parte de la Administración estatal; de esta forma, su argumentación se
condensaba en considerar que si el CSN había informado favorable-
mente la renovación de la autorización de explotación por un plazo de
diez años, la Administración estatal estaba obligada a proceder a ac-
tuar en este sentido, pues ni la LEN ni la Ley del Sector Eléctrico esta-
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52 FJ XI. 
53 FJ XIV. 
54 FJ XV. Sobre esta conclusión también se disiente en el voto particular emitido en esta

sentencia, al entender que una interpretación de esta normativa «siempre debe ser favorable
a reconocer y exigir la participación ciudadana. Una interpretación que considera inaplicable di-
cha participación lesiona los derechos de los interesados y debe tener, por ello, el efecto anula-
torio. 
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blecen potestades administrativas discrecionales en el ámbito de las au-
torizaciones administrativas en el sector de la energía nuclear en parti-
cular, ni tampoco en el ámbito de la energía eléctrica en general.

La respuesta ofrecida en la sentencia de la Audiencia Nacional des-
estima estas argumentaciones al entender que únicamente algunos ele-
mentos de la renovación de la autorización de explotación tienen esta
naturaleza reglada; en particular, «el cumplimiento de los requisitos en
materia de seguridad nuclear y protección radiológica cuya apreciación
compete, de manera exclusiva y excluyente, al Consejo de Seguridad Nu-
clear», y, sigue manifestando esta sentencia, también son reglados los
elementos de «la competencia para ejercerla (del Ministro de Industria),
el procedimiento a través del cual ha de sustanciarse»55. 

De esta forma, la sentencia establece la naturaleza discrecional de
este acto administrativo, y ello al entender, como punto de partida,
que «el titular de la explotación de una central nuclear no tiene derecho
indefinido, y temporalmente ilimitado, a continuar explotando la mis-
ma, sino al solicitar su renovación siempre está expuesto a que la misma
sea denegada, y ello a pesar del informe favorable del Consejo de Seguri-
dad Nuclear»56; de esta forma, interpreta como preceptos que habilitan
esta actuación discrecional los artículos 28 LEN y 6, 7 y 28 RINR.

En definitiva, para esta sentencia, la «última y poderosa justificación
que legitima el pronunciamiento no reglado de la Orden Ministerial re-
currida, y que consiste en que la misma ha sido dictada en un ámbito, el
de la energía nuclear, que no solo es muy específico, como se ha indica-
do, sino también controvertido, generador de un gran debate popular, de-
bido a todos los riesgos inherentes a tal clase de energía (emisiones ra-
diológicas, residuos radioactivos…), ámbito en el que sin duda, y dada
dicha especificidad y controversia, puede intervenir una determinada di-
rección u orientación de la política del Gobierno, en cuanto órgano cons-
titucional supremo»57. 

D) ¿Evolución e involución jurisprudencial?

Resulta evidente que esta sentencia de la Audiencia Nacional cons-
tituye una evolución de las anteriores resoluciones judiciales dictadas
en esta materia. 

De esta forma se produce una evolución en relación al trámite de
la evaluación de impacto ambiental, pues frente a lo manifestado en

ACERCAMIENTO JURÍDICO-ADMINISTRATIVO AL DEBATE... SANTIAGO A. BELLO PAREDES

Revista de Administración Pública
272 ISSN: 0034-7639, núm. 188, Madrid, mayo-agosto (2012), págs. 251-278

55 FJ XVII. 
56 FJ XVII. 
57 FJ XVIII. 
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la sentencia de la Audiencia Nacional de fecha 18 de enero de 2001, en
la cual se declaraba que este trámite no resultaba necesario ya que
correspondía «al CSN informar sobre el cumplimiento por la central
nuclear correspondiente de las condiciones aplicables sobre seguridad nu-
clear y protección radiológica», la sentencia del año 2011 aplica la nor-
mativa reguladora de este trámite ambiental sin residenciarlo en la
actividad del CSN, pues resulta evidente que la legislación dictada con
posterioridad al año 1999 así lo establece de forma expresa. 

Esta evolución jurisprudencial resulta necesaria a la vista del reparto
competencial existente en nuestro Derecho en materia medioambien-
tal, así como de la normativa vigente, tanto estatal como autonómica,
en la regulación del trámite de evaluación ambiental.

No obstante, se puede disentir del contenido de la sentencia de la
Audiencia Nacional, de 30 de junio de 2011, en cuanto ésta entiende
que no resulta necesario dar traslado a las Comunidades Autónomas
del Informe del CSN, pues, como acertadamente se expone en el voto
particular dictado, sin poderse conocer toda la información relevan-
te en relación con las instalaciones nucleares, y su funcionamiento,
difícilmente podrán las Comunidades Autónomas efectuar una va-
loración del impacto de estas en relación a los intereses medioam-
bientales. 

Igual crítica razonable efectuamos sobre la conclusión judicial en
relación al derecho de información y participación ciudadana previs-
to en la Ley 27/2006 en materia ambiental, pues los procedimientos
para las renovaciones de las autorizaciones de funcionamiento de las
centrales nucleares no deben ser desconocidos58 por los ciudadanos y
grupos de interés; al contrario, y empleando la misma «fuerza expan-
siva» utilizada por el Tribunal Supremo interpretando esta normati-
va, nos encontramos ante una evidente actuación administrativa «que
pueda afectar o proteger el estado de alguno de los sectores del medio am-
biente a los que se refiere la Directiva», tal y como estableció la senten-
cia del Tribunal Supremo de 17 de febrero de 2004. 

Y aún más intensa resulta la evolución de esta sentencia de 30 de ju-
nio de 2011, en relación con la valoración de la naturaleza jurídica de
la renovación de las autorizaciones administrativas, pues considera
que esta actividad es de naturaleza discrecional.

Resulta evidente que la sentencia de la Audiencia Nacional de fecha
18 de enero de 2001 entendía que esta actividad administrativa era de
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58 Debiéndose compaginar este derecho a la información con la protección establecida,
para determinadas informaciones y documentos referidos a las instalaciones nucleares, en
el artículo 5.1 del RD 1308/2011, sobre protección física de instalaciones y materiales
nucleares.
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naturaleza reglada59; incluso algunos de los actuales recurrentes re-
saltaron que así lo había sostenido de forma expresa la Abogacía del
Estado en aquellos autos.

Este aspecto fundamental de la sentencia de junio de 2011 resulta
ciertamente complejo de valorar, pero nuestra opinión es contraria a tal
conclusión judicial. Y ello por los siguientes argumentos.

En primer lugar, el Ministerio debe conceder la autorización defi-
nitiva, y sus posibles renovaciones, cuando se superen satisfactoria-
mente las pruebas nucleares objeto de este tipo de autorizaciones
—arts. 28.1 LEN y 12.1.c) RINR—. Por ello, la discrecionalidad admi-
nistrativa se debe predicar de la actuación del CSN efectuando la va-
loración del nivel de seguridad de la instalación, pero no del Ministe-
rio extrayendo las consecuencias jurídicas de tal valoración técnica. 

Y es que cuando los artículos 5.1 y 20 RIRN regulan la documen-
tación que debe presentarse para la renovación de las autorizaciones de
funcionamiento, ésta se contrae a un conjunto de documentos que se
refieren exclusivamente a aspectos técnicos enmarcados en el ámbito
de la seguridad nuclear; así, se solicita que se aporten los siguientes do-
cumentos: «estudio de seguridad, reglamento de funcionamiento, espe-
cificaciones técnicas de funcionamiento, plan de emergencia interior,
programa de pruebas nucleares, manual de garantía de calidad, manual
de protección radiológica, plan de gestión de residuos radiactivos y del
combustible gastado, estudio económico final, previsiones de desmante-
lamiento y clausura y plan de protección física».

Por otra parte, debemos cuestionarnos cuál debe ser la eficacia del
Informe del CSN, tanto en relación con la legislación contenida en la
LEN como en relación con la Convención de la OIEA. Y es que, como
ya hemos reseñado anteriormente, esta «Convención sobre Seguridad
Nuclear» establece la obligación del Estado español de constituir un ór-
gano regulador para garantizar la seguridad nuclear, el cual tenga ca-
pacidad para otorgar licencias o autorizaciones de explotación de las
centrales nucleares —arts. 2.ii), 7 y 8 de esta Convención—.
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59 Conclusión que se obtiene de la lectura de las siguientes consideraciones realizadas en
esta sentencia. En primer lugar, en el FJ II se afirma que «resulta lógico que así sea, dado que
las autorizaciones de explotación o puesta en marcha, posteriores a la autorización previa y a
la construcción, exigen tan solo un exhaustivo control acerca de las condiciones de seguridad
y funcionamiento en el que se va a desarrollar la actividad de la instalación nuclear». Poste-
riormente, esta sentencia en su FJ III afirma que la resolución recurrida descansa, para acor-
dar la renovación del permiso de explotación, «sobre el cumplimiento por parte del solicitan-
te de las condiciones que para la obtención de dicha prórroga imponía la citada Orden Ministerial,
supervisado por el Consejo de Seguridad que informó favorablemente la renovación del permi-
so de explotación señalado, tras realizar un seguimiento y supervisión continuo de la explota-
ción de la mencionada central nuclear». En breve, para esta sentencia, tanto la autorización
de explotación como sus diversas prórrogas debían ser consecuencia exclusiva de un control
del CSN «acerca de las condiciones de seguridad» en las que debía operar la central nuclear. 
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Dado que la Ley creadora del CSN otorga competencia exclusiva a
este en materia de seguridad nuclear (art. 1.1 de la Ley 15/1980), a este
organismo le debiera corresponder, en aplicación estricta de la citada
Convención internacional, la competencia para otorgar las autoriza-
ciones de explotación de las centrales nucleares en lo que se refiera a
garantizar su seguridad nuclear. 

Pero esta Convención no impide que los Estados miembros puedan
exigir otro tipo de autorizaciones para garantizar otros intereses públicos
diversos de la seguridad nuclear, tales como los referidos a la protección
medioambiental o a la ordenación del territorio, por ejemplo. 

No obstante, la legislación española establece la obligación de ob-
tener una única autorización administrativa para el funcionamiento
de las centrales nucleares (art. 12.1 RINR), y la competencia para su
otorgamiento, y posible renovación, corresponde en exclusiva al Mi-
nisterio encuadrado en la Administración General del Estado (art. 28.1
LEN), frente al cual, y por definición legal, el CSN es otra Administra-
ción distinta e independiente.

De esta forma, la solución legal ofrecida por la LEN es considerar
que la intervención del CSN y de las Comunidades Autónomas se integre
en un único procedimiento a través de la emisión de meros informes,
preceptivo y vinculante el emitido por el CSN, con los efectos estable-
cidos en los artículos 2.b) Ley 15/198060 y 6.1 RINR, limitando la ac-
tuación de las Comunidades Autónomas a ser titulares del derecho a ser
«oídas en materia de ordenación del territorio y medio ambiente (...)  en
cuyo territorio se ubique la instalación o la zona de planificación previs-
ta en la normativa básica sobre planificación de emergencias nucleares y
radiológicas» (art. 28.1 LEN). 

Sin duda, esta solución normativa resulta muy mejorable no solo
para satisfacer más adecuadamente las previsiones de la Convención de
la OIEA, sino para permitir el ejercicio de las competencias autonómicas
en materia de medio ambiente y de ordenación del territorio en el ám-
bito de la energía nuclear. 

En definitiva, y ésta es nuestra más profunda divergencia con el
contenido de la sentencia, dado el contenido de la LEN, la única posi-
bilidad para el Ministerio de denegar la renovación de la autorización
de explotación de la central nuclear de Garoña es que existiera un in-
forme negativo del CSN o de las autoridades autonómicas, cuando va-
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60 Los cuales básicamente se asemejan, estableciendo el artículo 2.b) que «dichos infor-
mes serán preceptivos en todo caso y, además, vinculantes cuando tengan carácter negativo o
denegatorio de una concesión y, asimismo, en cuanto a las condiciones que establezcan, caso
de ser positivos». 
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loraron la seguridad nuclear y los aspectos referidos a los intereses
medioambientales de la explotación nuclear, respectivamente. 

Por último, hay otro argumento que no puede quedar inadvertido,
y es que si realmente la legislación nuclear española, contenida en la
LEN y el RINR, establecía una potestad discrecional a la Administra-
ción General del Estado para renovar o no las autorizaciones de fun-
cionamiento, no resultaba necesaria la referencia expresa a esta dis-
crecionalidad que se establece de forma inequívoca, esta vez sí, en el
artículo 79.3.c) LES. 

En cualquier caso, la lectura de esta sentencia nos obliga a dete-
nernos brevemente en un tema falsamente polémico en nuestro país,
cual es el de la «vida útil» de las centrales nucleares. Pues en esta sen-
tencia existen referencias a este aspecto concreto cuando afirma que «el
periodo de vida útil de 40 años de la central», o que «Garoña es la central
nuclear en activo más antigua de España cuya vida útil inicialmente pre-
vista finalizaba en el año 2011».

Desde nuestro punto de vista, ambas afirmaciones son jurídica-
mente erróneas61 pues pretenden identificar el plazo temporal de cua-
renta años de una central nuclear con su vida útil. 

Y ello por cuanto el único ordenamiento jurídico en el cual se uti-
liza este plazo temporal de forma expresa, la Energy Atomic Act of 1954
de Estados Unidos, tiene una finalidad exclusivamente referida a la re-
gulación de las prácticas antitrust y expresamente se posibilita su po-
sible prórroga, como actualmente está aconteciendo en la práctica se-
guida por la NRC, que está prorrogando estas autorizaciones hasta los
sesenta años. 

En nuestro Derecho vigente, ni la LEN ni el RINR han definido le-
galmente el concepto de «vida útil» de las centrales nucleares; la úni-
ca definición normativa que existe es la contenida en la Instrucción
IS-22 del Consejo de Seguridad Nuclear, de fecha 1 de julio de 2009,
para la cual la «vida útil o de servicio» de las centrales nucleares se re-
fiere al «tiempo desde su puesta en funcionamiento hasta su retirada de
servicio. La vida útil puede ser mayor que la vida de diseño, siempre que
las condiciones reales de operación hayan sido menos severas que las
supuestas en el diseño. Mediante la comparación entre las condiciones de
diseño y las condiciones reales de operación puede determinarse el mar-
gen de vida remanente que le queda a un sistema, equipo o componente»62. 

En definitiva, la vida útil de cada central nuclear no es un con-
cepto temporal estático y apriorístico, sino derivado de las condicio-
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61 Al respecto puede verse BELLO PAREDES (2009: 14).
62 Apartado 2.º, pág. 8, de la citada Instrucción (BOE de fecha 10 de julio de 2009).
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nes reales de operación de cada central, así como de las medidas
adoptadas voluntariamente por sus propietarios o bien ordenadas por
el CSN. 

Por último, esta sentencia contiene una evidente involución al de-
sarrollo de la energía nuclear en nuestro país, pues en ella se niega de
forma expresa a los titulares de las centrales nucleares «un derecho in-
definido, y temporalmente ilimitado, a continuar explorando la misma»,
y ello con independencia de los aspectos referidos a la seguridad nuclear,
pues «al solicitar su renovación siempre está expuesto a que la misma sea
denegada».

En este punto, la citada resolución judicial coincide en los objeti-
vos perseguidos por el artículo 79.3.c) LES. En ambos casos, y si esta
situación no se modifica, será difícil encontrar empresario o propietario
de capital alguno que invierta en un sector económico cuya rentabili-
dad quede al albur de tan amplia y libérrima actividad discrecional.
Y todo ello pese a la ineludible necesidad que España tiene de la ener-
gía nuclear.

IV. CONCLUSIONES

1.ª Resulta imprescindible una reforma de la legislación nuclear
española, contenida actualmente en la LEN, en la cual se aborden de
una forma integral, y dentro de la definición de una más amplia polí-
tica energética nacional, los objetivos, requisitos y procedimientos para
la utilización civil de la energía nuclear en nuestro país.

2.ª Esta reforma deberá abordar aspectos tales como la integración
procedimental, en la diversa tipología de autorizaciones administrati-
vas del Derecho nuclear, del derecho de participación de los ciudada-
nos. También se deberá concretar la intervención de las Comunidades
Autónomas para el cumplimiento de sus competencias en materia de
medio ambiente y ordenación del territorio. 

3.ª Igualmente, esta reforma deberá establecer de forma inequívoca
si las autorizaciones administrativas, y sus posibles renovaciones, de-
berán ser resueltas por el órgano regulador independiente o por la Ad-
ministración General del Estado; si estas autorizaciones ostentan un
carácter reglado o discrecional; y, en este último supuesto, deberá de-
terminarse con detalle la totalidad de los elementos sobre los que deba
operar esta actuación discrecional.

ACERCAMIENTO JURÍDICO-ADMINISTRATIVO AL DEBATE... SANTIAGO A. BELLO PAREDES

Revista de Administración Pública
ISSN: 0034-7639, núm. 188, Madrid, mayo-agosto (2012), págs. 251-278 277

09-BELLO.qxp  9/7/12  11:40  Página 277



BIBLIOGRAFÍA

AYLLÓN DÍAZ-GONZÁLEZ, J. M. (1999): Derecho Nuclear, Comares, Granada. 
BARCELÓ, A. (2002): Instalaciones nucleares: autorización y conflicto, Ariel, Barce-

lona.
BELLO PAREDES, S. A. (2009): «Las autorizaciones administrativas en el ámbito de

la energía nuclear: a vueltas con el tema del futuro de la central nuclear de
Santa María de Garoña», Actualidad Administrativa, núm. 19, págs. 1-23. 

— (2011): «El derecho nuclear y el falso mito de los 40 años como límite de fun-
cionamiento de las centrales nucleares», Actualidad Administrativa, núm. 19,
págs. 1-31. 

CASTRO RUIZ, J. L. (2004): «La necesaria revisión de la normativa nuclear: el
Reglamento sobre instalaciones nucleares y radiactivas», Diario La Ley,
núm. 5960, págs. 1853-1858.

ECHÁVARRI, L. (2008): «La Agencia de energía nuclear en la OCDE, a través de su
historia», Economía Industrial, núm. 369, págs. 35 a 41.

MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, L. (1963): Energía nuclear y Derecho: problemas jurí-
dico-administrativos, Instituto de Estudios Políticos, Madrid.

MORALES PLAZA, A. (2009): «El marco regulatorio de la energía nuclear», en Trata-
do de regulación del sector eléctrico, tomo I (Dirs. F. BECKER, L. M. CAZORLA

PRIETO, J. MARTÍNEZ SIMANCAS y J. M. SALA ARQUER), Aranzadi, Cizur Menor,
págs. 523-553.

RUETE, M. (2008): «Los costes de la generación de energía. Comentarios sobre las
diversas fuentes», Economía Industrial, núm. 369, págs. 43-47. 

RUIZ DE APODACA, A. M.ª de (2010): «Gobernanza y riesgo ambiental en los proce-
dimientos autorizatorios de instalaciones nucleares», Revista General de Dere-
cho Administrativo, núm. 25. 

— (2011): «Nuevas perspectivas del Derecho nuclear en Europa y en España»,
REDUR, núm. 9, págs. 67-98. 

SALA ARQUER, J. M. (2002): «Relaciones entre el organismo regulador y el titular de
las instalaciones nucleares en un mercado energético liberalizado», Temas de De-
recho Nuclear, SNE, núm. 1.

SOSA WAGNER, F. (1978): «Localización de centrales nucleares y ordenación urba-
na», REDA, núm. 17, págs. 284-289.

ACERCAMIENTO JURÍDICO-ADMINISTRATIVO AL DEBATE... SANTIAGO A. BELLO PAREDES

Revista de Administración Pública
278 ISSN: 0034-7639, núm. 188, Madrid, mayo-agosto (2012), págs. 251-278

09-BELLO.qxp  9/7/12  11:40  Página 278



<<
  /ASCII85EncodePages false
  /AllowTransparency false
  /AutoPositionEPSFiles true
  /AutoRotatePages /All
  /Binding /Left
  /CalGrayProfile (Dot Gain 20%)
  /CalRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CalCMYKProfile (U.S. Web Coated \050SWOP\051 v2)
  /sRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CannotEmbedFontPolicy /Warning
  /CompatibilityLevel 1.4
  /CompressObjects /Tags
  /CompressPages true
  /ConvertImagesToIndexed true
  /PassThroughJPEGImages true
  /CreateJDFFile false
  /CreateJobTicket false
  /DefaultRenderingIntent /Default
  /DetectBlends true
  /DetectCurves 0.0000
  /ColorConversionStrategy /LeaveColorUnchanged
  /DoThumbnails false
  /EmbedAllFonts true
  /EmbedOpenType false
  /ParseICCProfilesInComments true
  /EmbedJobOptions true
  /DSCReportingLevel 0
  /EmitDSCWarnings false
  /EndPage -1
  /ImageMemory 1048576
  /LockDistillerParams false
  /MaxSubsetPct 100
  /Optimize true
  /OPM 1
  /ParseDSCComments true
  /ParseDSCCommentsForDocInfo true
  /PreserveCopyPage true
  /PreserveDICMYKValues true
  /PreserveEPSInfo true
  /PreserveFlatness true
  /PreserveHalftoneInfo false
  /PreserveOPIComments false
  /PreserveOverprintSettings true
  /StartPage 1
  /SubsetFonts true
  /TransferFunctionInfo /Apply
  /UCRandBGInfo /Preserve
  /UsePrologue false
  /ColorSettingsFile ()
  /AlwaysEmbed [ true
  ]
  /NeverEmbed [ true
  ]
  /AntiAliasColorImages false
  /CropColorImages true
  /ColorImageMinResolution 300
  /ColorImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleColorImages true
  /ColorImageDownsampleType /Bicubic
  /ColorImageResolution 300
  /ColorImageDepth -1
  /ColorImageMinDownsampleDepth 1
  /ColorImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeColorImages true
  /ColorImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterColorImages true
  /ColorImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /ColorACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /ColorImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000ColorACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000ColorImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasGrayImages false
  /CropGrayImages true
  /GrayImageMinResolution 300
  /GrayImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleGrayImages true
  /GrayImageDownsampleType /Bicubic
  /GrayImageResolution 300
  /GrayImageDepth -1
  /GrayImageMinDownsampleDepth 2
  /GrayImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeGrayImages true
  /GrayImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterGrayImages true
  /GrayImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /GrayACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /GrayImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000GrayACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000GrayImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasMonoImages false
  /CropMonoImages true
  /MonoImageMinResolution 1200
  /MonoImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleMonoImages true
  /MonoImageDownsampleType /Bicubic
  /MonoImageResolution 1200
  /MonoImageDepth -1
  /MonoImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeMonoImages true
  /MonoImageFilter /CCITTFaxEncode
  /MonoImageDict <<
    /K -1
  >>
  /AllowPSXObjects false
  /CheckCompliance [
    /None
  ]
  /PDFX1aCheck false
  /PDFX3Check false
  /PDFXCompliantPDFOnly false
  /PDFXNoTrimBoxError true
  /PDFXTrimBoxToMediaBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXSetBleedBoxToMediaBox true
  /PDFXBleedBoxToTrimBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXOutputIntentProfile ()
  /PDFXOutputConditionIdentifier ()
  /PDFXOutputCondition ()
  /PDFXRegistryName ()
  /PDFXTrapped /False

  /Description <<
    /CHS <FEFF4f7f75288fd94e9b8bbe5b9a521b5efa7684002000500044004600206587686353ef901a8fc7684c976262535370673a548c002000700072006f006f00660065007200208fdb884c9ad88d2891cf62535370300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c676562535f00521b5efa768400200050004400460020658768633002>
    /CHT <FEFF4f7f752890194e9b8a2d7f6e5efa7acb7684002000410064006f006200650020005000440046002065874ef653ef5728684c9762537088686a5f548c002000700072006f006f00660065007200204e0a73725f979ad854c18cea7684521753706548679c300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c4f86958b555f5df25efa7acb76840020005000440046002065874ef63002>
    /DAN <>
    /DEU <>
    /ESP <>
    /FRA <>
    /ITA <>
    /JPN <>
    /KOR <FEFFc7740020c124c815c7440020c0acc6a9d558c5ec0020b370c2a4d06cd0d10020d504b9b0d1300020bc0f0020ad50c815ae30c5d0c11c0020ace0d488c9c8b85c0020c778c1c4d560002000410064006f0062006500200050004400460020bb38c11cb97c0020c791c131d569b2c8b2e4002e0020c774b807ac8c0020c791c131b41c00200050004400460020bb38c11cb2940020004100630072006f0062006100740020bc0f002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e00300020c774c0c1c5d0c11c0020c5f40020c2180020c788c2b5b2c8b2e4002e>
    /NLD (Gebruik deze instellingen om Adobe PDF-documenten te maken voor kwaliteitsafdrukken op desktopprinters en proofers. De gemaakte PDF-documenten kunnen worden geopend met Acrobat en Adobe Reader 5.0 en hoger.)
    /NOR <>
    /PTB <>
    /SUO <>
    /SVE <>
    /ENU (Use these settings to create Adobe PDF documents for quality printing on desktop printers and proofers.  Created PDF documents can be opened with Acrobat and Adobe Reader 5.0 and later.)
  >>
  /Namespace [
    (Adobe)
    (Common)
    (1.0)
  ]
  /OtherNamespaces [
    <<
      /AsReaderSpreads false
      /CropImagesToFrames true
      /ErrorControl /WarnAndContinue
      /FlattenerIgnoreSpreadOverrides false
      /IncludeGuidesGrids false
      /IncludeNonPrinting false
      /IncludeSlug false
      /Namespace [
        (Adobe)
        (InDesign)
        (4.0)
      ]
      /OmitPlacedBitmaps false
      /OmitPlacedEPS false
      /OmitPlacedPDF false
      /SimulateOverprint /Legacy
    >>
    <<
      /AddBleedMarks false
      /AddColorBars false
      /AddCropMarks false
      /AddPageInfo false
      /AddRegMarks false
      /ConvertColors /NoConversion
      /DestinationProfileName ()
      /DestinationProfileSelector /NA
      /Downsample16BitImages true
      /FlattenerPreset <<
        /PresetSelector /MediumResolution
      >>
      /FormElements false
      /GenerateStructure true
      /IncludeBookmarks false
      /IncludeHyperlinks false
      /IncludeInteractive false
      /IncludeLayers false
      /IncludeProfiles true
      /MultimediaHandling /UseObjectSettings
      /Namespace [
        (Adobe)
        (CreativeSuite)
        (2.0)
      ]
      /PDFXOutputIntentProfileSelector /NA
      /PreserveEditing true
      /UntaggedCMYKHandling /LeaveUntagged
      /UntaggedRGBHandling /LeaveUntagged
      /UseDocumentBleed false
    >>
  ]
>> setdistillerparams
<<
  /HWResolution [2400 2400]
  /PageSize [612.000 792.000]
>> setpagedevice




